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Resumen: En este trabajo se realiza una 
presentación de las principales novedades 
normativas en el sector del Derecho Mer- 
Abstract: This paper presents a systemat-
ic study of de most important legislative 
novelties in commercial law resulting from 
1. Este trabajo se encuadra en el Proyecto I+D titulado Análisis, desarrollo y perspectivas de las instituciones 
societarias y concursales idóneas para el tratamiento y solución de las crisis empresariales (referencia DER2017-
84775-C2-1-P), financiado por el Ministerio de Economía, Industria y Competitividad en el marco del Plan Estatal 
de Investigación Científica y Técnica y de Innovación 2013-2016. 
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cantil fruto de la actividad del legislador 
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novedades legislativas se ha seguido el 
criterio sistemático que atiende a la orde-
nación tradicional de la materia mercantil. 
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have followed the systematic approach to 
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cantile matters. 
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I. PLANTEAMIENTO Y DELIMITACIÓN 
Consideramos que el apunte sobre algunas de las principales novedades produci-
das durante los últimos años en diferentes ámbitos de la actividad mercantil debe venir 
precedido por una serie de consideraciones generales de naturaleza introductoria que 
contribuyan a delimitar con un enfoque metodológico el propósito, la sistemática y los 
objetivos que se persiguen con el presente trabajo. De este modo, entendemos que 
cualquier crónica legislativa, con entera independencia del sector del Ordenamiento 
jurídico al que venga referida, debe partir necesariamente de la constatación de los 
mecanismos y de las anomalías con las que hoy se exteriorizan las normas jurídicas y 
de la confusión imperante en materia de fuentes del Derecho. Dicha realidad, que ha 
merecido diferentes denominaciones reduccionistas que han hecho fortuna, como las 
de hipertrofia legal o motorización legislativa, es puesta de manifiesto recurrentemen-
te por la doctrina. El problema viene, por tanto, constituido por «la asistematicidad 
de la producción normativa» y por 
«la ausencia de patrones claros acerca de los procedimientos en cuya virtud se 
procede a dictar nuevas normas o a modificar la preexistentes, instaurándose 
una práctica generalizada de hacinamiento, en la que cada ley se convierte 
sencillamente en un contenedor susceptible de acoger los más variados (e 
insospechados) contenidos'». 
Si esta afirmación y la problemática anteriormente descrita resultan generaliza-
damente predicables de todos los sectores normativos resultan, no obstante ello, de 
más sensible y acentuada apreciación en disciplinas, como es el caso del Derecho 
mercantil, que han ido tendiendo durante su evolución a la parcelación y fragmen-
tación normativas (Derecho industrial, Derecho concursal, Derecho de los transpor-
tes, Derecho de la Navegación, etcétera) en la medida en la que en estos sectores 
del Ordenamiento jurídico la potencial amplitud de sus contenidos lejos de poner 
freno, alienta y favorece de un modo particularmente intenso este desquiciamiento 
normativo que parece constituir un signo de la modernidad. Valdría decir que en 
numerosas ocasiones las leyes han dejado de ser ordenatio rationis, ordenación de 
la razón, como afirmaba la clásica definición tomista, para convertirse en vehículos 
1. GAMERO CASADO, E., Desafíos del Derecho administrativo ante un mundo en disrupción, Editorial Comares, 
Granada, 2015, pág. 114. 
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e instrumentos de la sinrazón, táctica e instrumentalmente utilizados al servicio 
de coyunturales intereses gestados, por lo demás, en un clima de confrontación y 
crispación política. 
Este fenómeno de hipertrofia legislativa que hemos advertido en el párrafo ante-
rior ha venido propiciado por numerosas causas cuya exposición y análisis no consti-
tuye el objetivo principal de este trabajo, pero sí queremos dejar constancia de que 
entre dichas causas destaca sobremanera la acusada tendencia a la sobreabundancia 
normativa de lo nimio y lo accidental frente a la deseable amplitud y generalidad de 
las regulaciones jurídicas. Como se ha escrito muy gráficamente 
«la ley se ocupa de lo nimio hasta la exasperación; en cambio, las esencias de 
las instituciones jurídicas han quedado olvidadas por el legislador, que, atrapado 
en su miríada de palabras, no deja hueco para que los conceptos produzcan 
la onda expansiva que es propia de las ideas generales. Por eso cabría decir 
que, contrariamente a lo que proclama el viejo aforismo latino, ahora la ley se 
preocupa de las cosas pequeñas, en tanto que los problemas generales han 
quedado abandonados a su suerte 2». 
El Derecho deviene, de esta forma, en una espesa y prolija relación de normas 
donde las leyes descienden a detallar efectos que debieran deducirse de la juridicidad 
de las instituciones pareciendo que el legislador aspira a convertir el pensamiento 
jurídico en aritmética'. Este es el difícil y delicado contexto general en el que se ins-
cribe necesariamente cualquier crónica legislativa sectorial y destacarlo de manera 
introductoria no implica eludir responsabilidad alguna en la exposición, sino sim-
plemente dar cuenta de la relatividad y la coyunturalidad de dicha exposición, pues 
habiendo perdido las normas jurídicas una de la más deseable de sus aspiraciones, 
como es la de la estabilidad, la fotografía normativa que en cada momento se realice 
está siempre sometida al incesante trasiego de hiperactividad normativa, reformas, 
modificaciones y derogaciones ocasionales y asistemáticas que caracteriza al Derecho 
en las últimas épocas. 
Ubicado el análisis propuesto en el contexto descrito debemos afirmar igualmente 
que dicho análisis se realiza con un enfoque flexible y deliberadamente amplio desde 
diferentes puntos de vista: 
1. En primer lugar, y desde el punto de vista exclusivamente formal de las fuentes 
del Derecho partimos naturalmente de una acepción amplia y omnicompren-
siva de la noción de novedades normativas, de manera que se aludirá natural-
mente no sólo a las leyes en sentido estricto sino a aquellas otras disposiciones 
con rango de Ley o incluso Circulares referidas a diferentes sectores como el 
del mercado de valores. La observación metodológica resulta de interés dado 
2. PÉREZ TORRES, E., Ley y leyes. De maximis non curat lex. Discurso leído el día 18 de diciembre de 2015 en 
el acto de su recepción pública en la Real Academia Sevillana de Legislación y Jurisprudencia, Editorial Comares, 
Sevilla, 2015, págs. 20 y 21. 
3. PÉREZ TORRES, E., ob. cit., pág. 20. 
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que, en numerosos ámbitos de la actividad mercantil, como puede ser el caso 
del mercado de crédito o el aludido de valores, la hipertrofia normativa des-
crita se ha traducido en una verdadera amalgama de normas de muy variada 
naturaleza y que genera un panorama de enorme confusión en sus respectivos 
ámbitos. 
2. En segundo término, acogemos igualmente un concepto amplio y flexible de 
la noción de novedad normativa, no considerando como tal exclusivamente la 
fecha formal de publicación de tal o cual disposición en el Boletín Oficial del 
Estado sino, por ejemplo, al considerar como novedad destacada la entrada 
en vigor de un Ley o la supresión de la suspensión en la aplicación de un 
precepto, como veremos que ha sucedido en los últimos tiempos con alguna 
destacada y controvertida disposición del Derecho societario. En nuestro ám-
bito concreto, esta flexible interpretación resulta particularmente destacada 
pues una de las novedades fundamentales en este período en el ámbito del 
Derecho mercantil ha venido constituida por la entrada en vigor el pasado mes 
de abril del año 2017 de la Ley 24/2015, de 24 de julio, de Patentes, norma 
jurídica que, si bien publicada en el Boletín Oficial del Estado de 25 de julio 
del año 2015, ha entrado en vigor en fecha tan reciente como consecuencia 
de la larga vacatio legis establecida para la norma. 
3. En tercer y último lugar, desde el punto de vista cronológico, vamos a re-
ferirnos en esencia a las normas y novedades acontecidas durante los años 
2015, 2016 y lo que llevamos de 2017, momento en el que se acomete el 
desarrollo del presente trabajo, lo cual precisa alguna aclaración justificativa. 
Nuestro propósito inicial era el de circunscribir la crónica al año 2016, pero 
aludiremos igualmente al año 2015 en algunas ocasiones. Esta delimitación 
temporal flexible y de relativa amplitud viene amparada por la circunstancia 
de que en el último número de la Crónica Jurídica Hispalense no se realiza 
una crónica concreta de las novedades legislativas acontecidas en el ámbito 
mercantil, lo cual justifica y posibilita, a nuestro juicio, este mínimo ensancha-
miento de esta horquilla temporal que barajamos. Además, debemos afirmar 
que algunas de las normas con destacada incidencia en el ámbito mercantil 
publicadas en el Boletín Oficial del Estado durante el año 2015 han entrado en 
vigor, precisamente, durante el año 2016 por lo que, en cierto modo, entran 
en el abanico temporal de novedades normativas sin necesidad de forzar la 
argumentación (como es el caso de la Ley 24/2015, de Patentes, o de la Ley 
20/2015, de Ordenación, Supervisión y Solvencia de Entidades Aseguradoras 
y Reaseguradoras). 
II. NOVEDADES EN MATERIA DE MERCADO DE VALORES 
La configuración del mercado de valores como una pieza realmente esencial del 
sistema financiero y la constatación de que el correcto funcionamiento de dicho siste-
ma financiero constituye una exigencia inexcusable de la Economía en general no han 
venido acompañadas, desde luego, de una producción normativa clara, organizada, 
racional y equilibrada de las normas jurídicas aplicables en dicho sector destacadí- 
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simo de la actividad económica, de manera que en su regulación coexisten normas 
de la más variada naturaleza que alumbran un panorama de relativa confusión en 
aspectos casi tan esenciales como la propia determinación de su vigencia. A la clari-
dad del sistema no contribuye, por otra parte, la naturaleza densa y esencialmente 
técnica de las materias reguladas, en las que la juridicidad pierde terreno en favor de 
las nociones y conceptos de cuño esencial y preponderantemente económico. Tam-
poco la forma de legislar, caracterizada por el recurso a constantes modificaciones 
y enmiendas en normas ocasionales de medidas de reforma del sistema financiero, 
ha militado en favor de la racionalidad de la normativa vigente en el sector, a cuya 
dificultad intrínseca contribuye igualmente la sobreabundancia de Circulares de la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores del más heterogéneo y dispar contenido. 
De cuanto manifestamos anteriormente constituye buena prueba el propio proceso 
de decantación normativa del mercado de valores, particularmente azaroso, y que ha 
culminado, por el momento, desde un punto de vista legislativo, con la publicación 
en el Boletín Oficial del Estado número 255, de 24 de octubre de 2015, del Real De-
creto Legislativo 4/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido 
de la Ley del Mercado de Valores, texto que viene en cierto modo a racionalizar el 
confuso panorama de sucesivas y profusas modificaciones que había experimentado 
la primitiva Ley 24/1988, de 28 de julio y cuyo objetivo no es otro, tal y como señala 
su preámbulo que el de 
«reforzar la claridad y coherencia de la normativa aplicable al mercado de 
valores, reducir su fraccionamiento y afianzar su sistemática, haciendo de ella 
un mejor instrumento tanto para el uso del regulador como de los actores que 
intervienen cada día en el tráfico mercantil; siendo conscientes de que ello 
redundará en un mejor y más ágil funcionamiento de los mercados financieros 
y en una mayor seguridad jurídica». 
Dentro de la fracción temporal que delimitamos anteriormente de manera flexible 
y que abarca esencialmente los años 2016 y 2017 consideramos oportuno destacar las 
siguientes normas con relevancia sobre el mercado de valores que han sido aprobadas 
en los últimos tiempos. 
1 .a) La Circular 1/2016, de 16 de marzo, de la Comisión Nacional del Mercado 
de Valores, por la que se establecen los requisitos para eximir a determinadas socie-
dades emisoras de acciones exclusivamente negociadas en un sistema multilateral de 
negociación de solicitar su admisión a negociación en un mercado regulado (Boletín 
Oficial del Estado número 83, de 6 de abril de 2016). Esta Circular tiene su ante-
cedente inmediato en la Ley 5/2015 de 27 de abril, de fomento de la financiación 
empresarial, cuyo título IV contempló una serie de medidas de mejora en el acceso 
de las empresas a los mercados de capitales con el objetivo de favorecer el tránsito de 
las acciones de sociedades negociadas en un sistema multilateral de negociación a un 
mercado secundario oficial. Es más, en determinados supuestos y como mecanismo 
de adaptación y control se establecía la obligatoriedad de dicho tránsito cuando la 
capitalización de las acciones negociadas exclusivamente en un sistema multilateral de 
negociación superara determinadas magnitudes. Ello no obstante, la normativa per-
mitió que, con el cumplimiento de determinados requisitos y exigencias, se eximiera 
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de esta obligación a determinadas sociedades y es precisamente en esta posibilidad 
donde se inscribe esta Circular, que confiesa tener por objeto 
«establecer los requisitos para eximir a determinadas sociedades emisoras de 
acciones exclusivamente negociadas en un sistema multilateral de negociación 
de solicitar su admisión a negociación en un mercado regulado». 
Conforme a la Norma segunda de esta Circular 
«Quedarán exentas de la obligación de solicitar su admisión a negociación en 
un mercado regulado contemplada en el artículo 77.3 del texto refundido de la 
Ley del Mercado de Valores, las entidades que reúnan los requisitos siguientes: 
a) Ser sociedades de naturaleza estrictamente financiera o de inversión, siendo 
a estos efectos las reguladas por la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de Insti-
tuciones de Inversión Colectiva, por la Ley 22/2014, de 12 de noviembre, por 
la que se regulan las entidades de capital-riesgo, otras entidades de inversión 
colectiva de tipo cerrado y las sociedades gestoras de entidades de inversión 
colectiva de tipo cerrado y por la que se modifica la Ley 35/2003, de 4 de no-
viembre, de Instituciones de Inversión Colectiva y por la Ley 11/2009, de 26 de 
octubre, por la que se regulan las Sociedades Anónimas Cotizadas de Inversión 
en el Mercado Inmobiliario (SOCIMI) cuyas acciones se negocien exclusivamente 
en un sistema multilateral de negociación domiciliado en España. b) Que el 
valor de capitalización de las acciones admitidas a negociación en un sistema 
multilateral de negociación supere los quinientos millones de euros durante 
un período continuado superior a seis meses. c) Que el porcentaje de acciones 
distribuido entre el público al cierre del mercado del día de finalización del plazo 
de seis meses a que se refiere el párrafo anterior sea inferior al 25 por ciento 
de las acciones que componen su capital social». 
2.a) La Circular 2/2016, de 20 de abril, de la Comisión Nacional del Mercado 
de Valores, sobre normas contables, cuentas anuales, estados financieros públicos y 
estados reservados de información estadística de los fondos de titulización (Boletín 
Oficial del Estado número 104, de 30 de abril de 2016). La anteriormente aludida 
Ley de fomento de la financiación empresarial modificó el régimen jurídico de las 
titulizaciones con el objetivo de proceder a su impulso y revitalización, y en dicho 
propósito devino una pieza clave y de extraordinaria importancia el fortalecimiento de 
las exigencias en materia de transparencia y protección del inversor, en sintonía con 
las recomendaciones y prácticas internacionales. La Comisión Nacional del Mercado 
de Valores quedó habilitada para la determinación de la forma, contenido y condicio-
nes de la publicación y elaboración de los informes y documentos a los que quedaba 
obligada la sociedad gestora de los fondos de titulización. En este escenario se sitúa 
la presente Circular, cuyo objetivo es el de regular las normas específicas de contabi-
lidad, las cuentas anuales, los estados financieros públicos y los estados reservados 
de información estadística de los Fondos de Titulización, todo ello sin perjuicio de 
declarar la aplicación subsidiaria de las normas del Plan General de Contabilidad en 
todo lo no previsto por la propia Circular. 
226 
CJH 15 • 2017 	Apunte sobre algunas de las últimas novedades normativas en diferentes ámbitos... 
3.a) Más adjetiva y formal resulta la trascendencia de la Circular 3/2016, de 20 
de abril, de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, por la que se modifica la 
Circular 7/2011, de 12 de diciembre, sobre folleto informativo de tarifas y contenido 
de los contratos-tipo (publicada igualmente en el Boletín Oficial del Estado número 
104 de 30 de abril de 2016). La mencionada Circular 7/2011, a cuya modificación se 
procede, pretendió facilitar la comparabilidad de las comisiones y gastos máximos a 
cobrar por las entidades prestadoras de los servicios de inversión y concretó para ello 
las bases de cálculo y conceptos de las operaciones más frecuentes prestadas en favor 
de los clientes minoristas como la intermediación en mercados nacionales o extranjeros 
o la custodia y administración de instrumentos financieros, incluyendo el traspaso de 
valores negociables a otra entidad. El análisis del período de aplicación de tales tarifas 
junto con la reflexión sobre las reclamaciones formuladas por los clientes ante la propia 
Comisión Nacional del Mercado de Valores están en la base de la aprobación de esta 
Circular reformadora que aspira, en definitiva, a que resulten justas y proporcionadas 
la remuneración de los servicios prestados por tales entidades. 
4.a) La Circular 4/2016, de 29 de junio, de la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores, sobre las funciones de los depositarios de instituciones de inversión colectiva 
y entidades reguladas por la Ley 22/2014, de 12 de noviembre, por la que se regulan 
las entidades de capital-riesgo, otras entidades de inversión colectiva de tipo cerrado 
y las sociedades gestoras de entidades de inversión colectiva de tipo cerrado, y por 
la que se modifica la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de Instituciones de Inversión 
Colectiva (Boletín Oficial del Estado número 167, de 12 de julio de 2016) parte de la 
importancia verdaderamente esencial de la figura del depositario en las instituciones 
de inversión colectiva en orden a garantizar la seguridad jurídica de los inversores. 
Desde la perspectiva de la protección del inversor las funciones de custodia y registro 
de los activos y las de vigilancia y supervisión del funcionamiento de las sociedades 
gestoras resultan aspectos decisivos para conseguir una regulación acertada de la 
figura de las instituciones de inversión colectiva, de ahí que, dentro de este contexto 
global, esta Circular complete desde un punto de vista técnico la regulación de los 
depositarios de instituciones de inversión colectiva que se acomete con un enfoque 
más amplio y general en su normativa específica (básicamente, el título V de la Ley 
35/2003, de 4 de noviembre, de Instituciones de Inversión Colectiva junto con su 
desarrollo reglamentario contenido en el Real Decreto 1082/2012, de 13 de julio). 
La sección primera de esta Circular delimita su ámbito de aplicación, que incluye no 
solo a los depositarios de instituciones de inversión colectiva, sino a los depositarios 
de las entidades reguladas por la Ley 22/2014, de 12 de noviembre, de entidades de 
capital-riesgo. La sección segunda, por su parte, acomete la regulación de las funcio-
nes de custodia, administración y control del efectivo, así como las particularidades y 
excepciones en el desarrollo de tales funciones aplicables al depositario de entidades 
reguladas en la mencionada Ley 22/2014 y de instituciones de inversión colectiva de 
inversión libre. Finalmente, la sección tercera contempla determinadas cuestiones téc-
nicas relativas al régimen general aplicable a las funciones de supervisión y vigilancia 
del depositario, estableciendo nuevamente determinadas particularidades en relación 
con el desempeño de esta función en las entidades de capital-riesgo reguladas por 
la Ley 22/2014. 
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5.8) La Circular 5/2016, de 27 de julio, de la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores, por la que se modifica la Circular 9/2008, de 10 de diciembre, sobre normas 
contables, estados de información reservada y pública, cuentas anuales de las socie-
dades rectoras de los mercados secundarios oficiales, con la exclusión del Banco de 
España, de las entidades rectoras de los sistemas multilaterales de negociación, de la 
Sociedad de Sistemas, de las entidades de contrapartida central, de la Sociedad de 
Bolsas, de las sociedades que tengan la titularidad de todas las acciones de organismos 
rectores de mercados secundarios oficiales y de sistemas multilaterales de negociación, 
y de otros sistemas de compensación y liquidación de los mercados que se creen al 
amparo de lo previsto en la Ley del Mercado de Valores (Boletín Oficial del Estado 
número 202, de 22 de agosto de 2016). 
6.a) La Circular 1/2017, de 26 de abril, de la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores, sobre los Contratos de Liquidez (Boletín Oficial del Estado número 111, de 
10 de mayo de 2017). Esta Circular explicita las claves para el funcionamiento de la 
actividad de los emisores e implanta mecanismos para salvaguardar su confianza en 
los mercados, en la medida en la que aspira a garantizar su correcto funcionamiento. 
La referida Circular se inscribe en la línea de lo establecido por el Reglamento Europeo 
sobre Abuso de Mercado (Reglamento UE núm. 596/2014), que concreta las denomi-
nadas «prácticas de mercado aceptadas», al amparo de las cuales cabe la exención 
de la prohibición general de manipulación o intento de manipulación del mercado 
en aquellos supuestos en los que exista un interés legítimo que justifique la conducta 
u operación. La Circular parte de la afirmación (Norma primera) de que se considera 
práctica de mercado aceptada la realización de operaciones en virtud de un contrato 
de liquidez. A los efectos de determinar el contenido y alcance de este contrato se de-
clara que las sociedades cuyas acciones se encuentren admitidas a negociación en un 
mercado regulado o en un sistema multilateral de negociación español (beneficiarios 
del contrato de liquidez a quienes la Circular denomina alternativamente el Emisor) 
pueden suscribir un contrato de liquidez con una empresa de servicios de inversión 
o entidad de crédito que sea miembro del mercado en el que se ejecuta la práctica 
(entidad a la que, por su parte, la Circular se refiere como Intermediario financiero). 
La Circular cifra como objeto de estos contratos de liquidez el 
«definir los términos y condiciones en los que el Intermediario Financiero ope-
rará por cuenta del Emisor, comprando o vendiendo acciones propias de este 
último, con el único objetivo de favorecer la liquidez de las transacciones y la 
regularidad de la cotización de sus acciones y dentro de los límites estableci-
dos en la autorización otorgada por su Junta General de Accionistas para la 
adquisición de acciones propias». 
Quizás el contenido esencial de la Circular cuyo contenido resumimos venga esta-
blecido en su Norma segunda, que establece los requisitos del contrato de liquidez. En 
síntesis, los contratos de liquidez han de tener como objeto exclusivo el anteriormente 
transcrito en el entrecomillado anterior, han de establecer la necesaria independencia 
en la actuación del intermediario financiero como proveedor de liquidez respecto 
del emisor (sin que éste pueda impartirle instrucciones encaminadas a orientar sus 
intervenciones relativas a las operaciones de compraventa de sus acciones propias), 
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han de llevarse a cabo en los mercados regulados y en los sistemas multilaterales 
de negociación españoles en los cuales estén admitidas a negociación o sean nego-
ciadas las acciones del emisor y las operaciones realizadas en su virtud deberán ser 
registradas por el intermediario financiero en dos cuentas, una de valores y otra de 
efectivo, ambas abiertas a tal efecto a nombre del emisor y destinadas únicamente 
al registro y ejecución de tales operaciones. Se dispone igualmente (apartado quinto 
de la Norma segunda) que 
«El Contrato de Liquidez deberá ejecutarse de modo que se asegure su con-
tinuidad, manteniendo para ello a largo plazo el necesario equilibrio entre el 
volumen de compras y ventas» y que «El Intermediario Financiero podrá decidir 
no operar si, como consecuencia de ello, se viera comprometida la continuidad 
en la prestación de este servicio por el eventual agotamiento de las acciones 
y/o efectivo aportados por el Emisor». 
III. NOVEDADES EN MATERIA DE PROPIEDAD INDUSTRIAL 
Puede afirmarse, sin ningún género de dudas, que de entre las novedades acaeci-
das en las últimas fechas en relación con las materias de naturaleza mercantil destacan 
sobremanera las producidas en sede de propiedad industrial y, muy particularmente, 
en relación con el régimen jurídico de las creaciones industriales4. Dicho régimen ju-
rídico de las creaciones industriales en España ha venido establecido hasta fecha muy 
reciente por la Ley 11/1986, de 10 de marzo, de Patentes (Boletín Oficial del Estado 
número 73, de 26 de marzo de 19865), disposición legal cuyo período de vigencia ha 
concluido el pasado mes de abril del año 2017 tras la expiración del largo plazo de 
vacatio legis establecido por la nueva Ley 24/2015, de Patentes (Boletín Oficial del 
Estado número 177, de 25 de julio de 2015). 
En orden a valorar las novedades introducidas por la nueva legislación procede, 
en consecuencia, arrancar breve y sumariamente de los rasgos esenciales de la le-
gislación previgente, pues dicha legislación, sin perjuicio de algún que otro aspecto 
sustantivo y otras mínimas cuestiones adjetivas o de matiz inspira y condiciona de 
manera evidente la normativa que acaba de entrar en vigor. Las exigencias que en su 
momento satisfizo la derogada Ley de Patentes de 1986 fueron concretadas por la 
doctrina en las cuatro siguientes': 
1.a En primer lugar, la modernización de la normativa española sobre propiedad 
industrial, aplicando a la regulación de las invenciones una técnica jurídica de mayor 
depuración (lo que llevó a la introducción de auténticas novedades en la regulación, 
como el contrato de licencia de patentes, las patentes secretas o la acción de cesación 
4. Sobre estas novedades, en general, BARRERO RODRÍGUEZ, E., Hacia un nuevo régimen jurídico de la creación 
industrial, Editorial Marcial Pons, Madrid, 2016. 
5. Sobre esta Ley, por todos, BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, A., La nueva Ley de patentes. Ideas introducto-
rias y antecedentes, Tecnos, Madrid, 1986, y GÓMEZ SEGADE, J.A., La Ley de patentes y modelos de utilidad, 
Civitas, Madrid, 1988. 
6. BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, A., ob. cit., págs. 21-42 y BARRERO RODRÍGUEZ, E., ob. cit., págs. 18-22. 
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frente al infractor'). Afirmó en tal sentido alguno de los más autorizados comentaristas 
de dicha Ley que esta modernización supuso dejar definitivamente atrás las confu-
siones terminológicas y conceptuales del añejo Estatuto sobre Propiedad Industrial y, 
paralelamente, utilizar adecuadamente conceptos técnico-jurídicos elaborados por la 
doctrina y la jurisprudencia en el Derecho comparado'. Al mismo tiempo esta moder-
nización impuso prescindir de figuras que resultaban arcaicas y disfuncionales o de 
extremos de la regulación contenida en el mencionado Estatuto en los que resultaban 
apreciables inexactitudes o contradicciones. 
2.a En segundo lugar, y esta exigencia constituyó uno de los imperativos fun-
damentales que determinaron el alumbramiento y la aprobación de la Ley de 1986, 
dicha normativa sobre patentes vino a operar la europeización del Derecho español 
de patentes al propiciar una completa armonización de las normas nacionales en la 
materia con las que constituían el patrimonio legislativo al respecto de los restantes 
Estados miembros de la Unión Europea9» y al incorporar numerosos preceptos de 
convenios europeos, como el Convenio de Múnich sobre la patente europea, de 5 
de octubre de 1973, y el de Luxemburgo sobre la patente comunitaria, de 15 de 
diciembre de 1975. 
3.a En tercer lugar, la Ley 11/1986 comportó la reconfiguración general de las 
patentes y de la protección de los inventos en relación con la disciplina establecida 
en el viejo Estatuto sobre la propiedad industrial, dado que e I derogado Estatuto 
contenía una regulación relativamente desorganizada de los títulos de propiedad 
industrial en la que, junto con el título por definición o antonomasia constituido 
por la patente de invención, se ubicaban otros de menor trascendencia práctica y 
más difícil encuadre, como las patentes de introducción, al tiempo que se acogía 
normativamente la regulación tanto de los modelos de utilidad como de los modelos 
y dibujos industriales. 
4.a En cuarto y último lugar, la Ley 11/1986 afianzó el protagonismo reforzado 
de la actual Oficina Española de Patentes y Marcas como organismo administrativo 
especialmente encargado de la tramitación administrativa de los títulos de propiedad 
industrial, refiriéndose a dicha Oficina en un par de ocasiones en su Preámbulo, al 
afirmar que 
«la importancia de las funciones que la Ley atribuye al Registro de la Propie-
dad Industrial exigirá un especial dinamismo en la actuación futura de este 
Organismo, que requerirá nuevos medios materiales, humanos y financieros 
para la implantación del informe sobre el estado de la técnica y en su día del 
examen previo», 
e, igualmente, al establecer la necesidad de constitución en el Registro de la Propie-
dad Industrial 
7. BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, A., ob. cit., pág. 21. 
8. GÓMEZ SEGADE, J.A., ob. cit., pág. 33. 
9. ILLESCAS ORTIZ, R., «La patente y el diseño industrial», Derecho mercantil 1, volumen 1.°, coordinación 
JIMÉNEZ SÁNCHEZ, G.J., 14.a edición, Marcial Pons, Madrid, 2010, pág. 220. 
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«de un gran Fondo de Documentos de Patentes de todo el mundo, poniéndose 
además un especial énfasis en poder disponer de la literatura de patentes redac-
tada en español. Una gran parte de los documentos de patentes en español no 
son tenidos en cuenta por las Oficinas de Patentes extranjeras cuando examinan 
la novedad de las invenciones. La formación de este Fondo de documentos 
permitirá, además, la creación, en su día, de un Centro Internacional de Docu-
mentos de Patentes de habla española». 
Estos son, en síntesis, los rasgos esenciales de la normativa sobre patentes de la 
que arranca el proceso de reforma que ha culminado recientemente con la aprobación 
y posterior entrada en vigor de la Ley 24/2015. Para describir brevemente los pasos 
fundamentales de dicho movimiento de reforma del Derecho español en materia 
de creaciones industriales10 podemos partir del resumen realizado por el Dictamen 
del Consejo de Estado de 16 de octubre de 2014 sobre el Anteproyecto de Ley de 
Patentes, en respuesta a la Orden recibida de 17 de julio de 2014. El movimiento de 
reforma del Derecho de patentes español parte de la constatación de la necesidad 
de adecuar nuestro Ordenamiento jurídico a las exigencias del momento presente y 
de adaptar la normativa sobre propiedad industrial a los cambios demandados por el 
nuevo escenario tecnológico, todo ello sin perjuicio del reconocimiento expreso del 
valor y de la función realmente trascendental desempeñadas por la mencionada Ley 
11/1986, que debe destacarse expresamente. 
Puede considerarse que la reforma arranca de un texto inicial y embrionario elabo-
rado por la Oficina Española de Patentes y Marcas, organismo que fue el encargado 
de asumir el impulso de su tramitación y de recibir y sistematizar las observaciones 
realizadas por los órganos de la Administración y por las entidades privadas que 
fueron llamados a emitir su opinión sobre el documento. Cabe sostener que, en 
términos generales, dicho texto inicial mereció una valoración favorable por parte 
de los agentes económicos y sociales, muy esencialmente en relación con una de 
las innovaciones más trascendentales que introducía, como era la de la modificación 
del procedimiento de concesión de la patente, que prescindía del sistema tradicional 
opcional y establecía un procedimiento único con examen de la novedad y de la 
actividad inventiva. Esta reforma procedimental concreta, particularmente compleja 
y delicada en lo relativo a la implantación de su engranaje práctico y administrativo, 
ha constituido la verdadera piedra angular de la reforma y ha sido la causa determi-
nante de la larga vacatio legis del texto legal y de su entrada en vigor diferida, pues 
absolutamente todas las instituciones que intervinieron en el proceso de gestación 
de la nueva Ley de Patentes llamaron la atención sobre la dificultad de implantar la 
operatividad de este procedimiento desde un punto de vista práctico y la necesidad 
de realizar los oportunos exámenes y estudios de impacto orientados al análisis de 
su viabilidad. El citado Dictamen del Consejo de Estado sobre el Anteproyecto de Ley 
de Patentes afirmó en tal sentido que sería conveniente 
«que se examinaran los efectos del examen previo obligatorio sobre el régi-
men de trabajo de la Oficina Española de Patentes y Marcas. Según se hizo 
10. BARRERO RODRÍGUEZ, E., ob. cit., págs. 43-46. 
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constar en los antecedentes de este Dictamen, la memoria del análisis de im-
pacto normativo hace una exposición prospectiva de los ingresos anuales de 
la Oficina bajo el nuevo sistema de concesión de patentes, de la que resulta 
un significativo aumento (355.143 euros) de los que habrán de percibirse 
por la realización del examen previo. Obviamente tal aumento responde a la 
previsión de que subirá el número de exámenes previos que deberá realizar 
la Oficina. Resulta aquí oportuno recordar las más arriba transcritas alega-
ciones del Colegio Oficial de Agentes de la Propiedad Industrial, según las 
cuales incluso bajo la vigente Ley de Patentes la Oficina Española de Patentes 
y Marcas ha tenido serias dificultades en realizar con la rapidez deseable el 
informe sobre el estado de la técnica y el examen, y ello a pesar de que el 
examen es optativo y no se pide con frecuencia. De este modo la imposición 
del examen obligatorio implicaría la imposición de una carga de trabajo no-
table en la Oficina». 
Precisamente por ello el Consejo de Estado coincidió con el Consejo Económico 
y Social en que la memoria del análisis de impacto normativo debía contener un es-
tudio más completo sobre los costes y las posibles consecuencias de la introducción 
del nuevo sistema de concesión de patentes, muy particularmente en lo referido a 
su incidencia en materia de personal y costes para la Oficina Española de Patentes 
y Marcas. La articulación de este nuevo procedimiento de concesión de la patente 
estaba inequívocamente relacionada con la que siempre ha constituido una vieja 
aspiración reiteradamente confesada del sistema español de propiedad industrial: la 
posibilidad de constituir un centro de documentación suficiente para la realización 
del examen previo que, en último término, depende de las dotaciones económicas 
que se destinen al efecto. 
Este texto inicial cristalizó en una primera versión del Anteproyecto de Ley de 
Patentes que fue valorado en esta primera fase de su gestación por numerosas ins-
tituciones públicas" y privadas12 en el período comprendido entre octubre de 2013 
y enero de 2014. En nuestro ámbito particular, resultó particularmente interesante 
el Informe emitido por la Sección de Derecho Mercantil de la Comisión General de 
Codificación, que declaró que 
11. Los órganos y entidades del sector público que formularon observaciones fueron la Secretaría de Estado 
de Investigación, Desarrollo e Innovación del Ministerio de Economía y Competitividad, la Dirección General de 
Política Universitaria del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, la Secretaría General Técnica del Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas, la Secretaría General Técnica del Ministerio de Economía y Competitividad, 
la Secretaría General Técnica del Ministerio de Empleo y Seguridad Social, la Agencia per a la competitivitat de 
l'empresa, la Dirección General de Industria y Energía del Gobierno de Canarias, la Comisión Sectorial de I+D de 
la Conferencia de Rectores de las Universidades Españolas y el Consejo Superior de Investigaciones Científicas. 
También emitieron informes el Colegio Oficial de Agentes de la Propiedad Industrial, la Secretaría General Téc-
nica del Ministerio de Justicia, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, la Sección de Derecho 
Mercantil de la Comisión General de Codificación y el Consejo Económico y Social. 
12. Por parte del sector privado suscribieron informes y observaciones entidades y empresas como, entre 
otras, la Asociación Española de Fabricantes de Sustancias y Especialidades Farmacéuticas, el Grupo español 
de la Asociación Internacional para la Protección de la Propiedad Industrial e Intelectual, la Asociación Nacional 
para la Defensa de la Marca, la Asociación Española de Bioempresas, el Centro de Estudios para el Fomento de 
la Investigación o Farmaindustria. 
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«el borrador de Anteproyecto de Ley de Patentes que se presenta a la Comisión 
globalmente debe recibir una valoración muy positiva, porque implica una im-
prescindible modernización y actualización del Derecho de patentes español, 
que no sería posible abordar con simples retoques o modificaciones de la Ley 
de Patentes de 1986». 
La Comisión General de Codificación cifró su opinión positiva sobre el Antepro-
yecto en dos ámbitos: desde un punto de vista formal, valoró particularmente la 
importancia clarificadora de la rotulación de cada artículo, criterio moderno seguido 
por la propia Comisión General de Codificación en su reciente Propuesta de Código 
Mercantil; desde un punto de vista sustantivo valoró particularmente algunas nove-
dades concretas, como el procedimiento de concesión de las patentes, 
«que permitirá conceder patentes cuya fortaleza derivará del hecho de que 
será menos probable que sean anuladas por un Tribunal, y por eso mismo su 
valor económico será mayor», 
o el nuevo régimen jurídico establecido para los modelos de utilidad. 
El 14 de noviembre de 2014 el Consejo de Ministros aprobó la remisión a las 
Cortes Generales del proyecto de Ley de Patentes. Dicho proyecto de Ley de Patentes 
fue publicado en el Boletín Oficial de las Cortes Generales número 122-1 de 28 de 
noviembre de 2014. La Comisión de Industria, Energía y Turismo, a la vista del Informe 
emitido por la Ponencia, aprobó con competencia legislativa plena, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 75.2 de la Constitución, el Proyecto de Ley de Paten-
tes13. Aprobado posteriormente el texto por el Senado, el proceso culminó con la 
publicación en el Boletín Oficial del Estado número 177 de 25 de julio de 2015 de la 
Ley 24/2015, de Patentes. 
No constituye esta simple crónica el lugar adecuado para una exposición porme-
norizada de las múltiples diferencias de matiz o adjetivas apreciables entre ambas 
normativas14, por lo que nos limitamos a exponer algunas de las modificaciones 
esenciales introducidas por la nueva Ley 24/2015: 
1.8) Una de las novedades más destacadas del régimen jurídico establecido por 
la Ley 24/2015 es la consistente en la modificación del sistema de concesión de las 
patentes. La cuestión crucial que plantea el procedimiento de concesión de las paten-
tes es la de determinar los términos de la acreditación y verificación del cumplimiento 
o no de los requisitos positivos de patentabilidad establecidos por la Ley; es decir, el 
control de si la invención para la que se solicita la patente cumple o no con los requi-
sitos de novedad, actividad inventiva y aplicación industrial. En un plano teórico cabe 
imaginar en este sentido dos posibles modalidades o sistemas de control: bien que el 
Organismo competente y encargado de la tramitación de la solicitud realice la labor 
de verificar la concurrencia de dichos requisitos de una manera sustancial o sustantiva 
13. Boletín Oficial del Congreso de los Diputados, serie A, núm. 122-4, de 16 de junio de 2015. 
14. Sobre ellas, BARRERO RODRÍGUEZ, E., ob. cit., passim. 
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(opción que naturalmente implicaría una mayor complejidad en términos de coste 
económico y dedicación), o bien, alternativamente, prescindir de dicho control sustan-
tivo y limitarse estrictamente a una verificación circunscrita a los aspectos meramente 
formales defiriendo a un posible e hipotético proceso judicial la decisión final acerca 
del cumplimiento o no por la patente de los requisitos esenciales. La mayoría de los 
países de nuestro entorno habían optado por el primero de dichos sistemas, siendo el 
segundo claramente minoritario hoy en día. Esta opción no constituye una cuestión 
exclusivamente teórica y con implicaciones meramente administrativas, sino que, por 
el contrario, de la consagración y opción por una u otra modalidad de control depende 
la instauración, como habitualmente se afirma, de un sistema de patentes fuertes 
o débiles o, expresado en otros términos, que la fortaleza o la debilidad del sistema 
dependen, en último término, de la regulación del procedimiento de concesión de la 
patente, que presenta, por consiguiente, una virtualidad táctica o instrumental. Pues 
bien, la normativa de tan reciente entrada en vigor ha modificado radicalmente el 
procedimiento de concesión de la patente sustituyendo el vigente hasta el momento 
por otro que aspira a dotar de la suficiente solidez ala concesión de los títulos para 
los innovadores españoles y que integra la búsqueda de anterioridades con el consi-
guiente examen técnico. 
2.a) Otra importante novedad de la Ley 24/2015 viene constituida por la amplia-
ción del elenco de modalidades de propiedad industrial previstas por la normativa, 
dado que el artículo 1, al delimitar el objeto de la Ley, añade a los tradicionales títulos 
de las patentes de invención y los modelos de utilidad los novedosos, y hasta el mo-
mento ajenos a la Ley de Patentes, certificados complementarios de protección de 
medicamentos y de productos fitosanitarios. Se trata de títulos de propiedad industrial 
singulares y hasta cierto punto anómalos, cuyo concepto no resulta a nuestro juicio 
enteramente subsumible en la noción abstracta de invenciones y cuyo funcionamien-
to es tal que podemos calificarlos como títulos de propiedad industrial derivada o 
referenciada (complementarios, en su definición legal), dado que estos certificados 
complementarios actúan siempre en relación con una patente de base que les sirve de 
apoyo y fundamento. Estos títulos, según vienen a explicar los considerandos de los 
sucesivos Reglamentos comunitarios que los han regulado, pretenden dar respuesta 
jurídica al hecho de que 
«el período que transcurre entre la presentación de una solicitud de patente 
para un nuevo medicamento y la autorización de comercialización de dicho 
medicamento reduce la protección efectiva que confiere la patente a un perío-
do insuficiente para amortizar las inversiones efectuadas en la investigación», 
de manera que, básicamente, lo que vienen a operar estos certificados complemen-
tarios es una suerte de prórroga o posdatación de la protección de la patente base. 
Estos títulos son pues, en cierto sentido, solución instrumental jurídica, aportada por 
el Derecho de propiedad industrial, a los inconvenientes o dificultades administrativas 
derivadas de la necesidad de obtener la correspondiente autorización para la comercia-
lización de los medicamentos o productos fitosanitarios. La Ley 24/2015 contiene una 
regulación de estos certificados complementarios de protección de medicamentos y 
productos fitosanitarios novedosa y escueta: novedosa, por cuanto estos nuevos títulos 
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de propiedad industrial no fueron regulados por la Ley 11/1986, de Patentes por resul-
tar prácticamente desconocidos en el momento de su aprobación y haberse producido 
la generalización de su uso con posterioridad a su entrada en vigor, y escueta, en tanto 
la Ley parte del respeto esencial a la regulación comunitaria de dichos certificados 
complementarios y se limita a establecer en el Capítulo cuarto de su título quinto 
(artículos 45 a 47) una serie de normas de naturaleza esencialmente procedimental. 
3.a) Y, finalmente, hemos de destacar que la nueva normativa efectúa un en-
sanchamiento operativo y funcional de los sectores de la técnica a los que pueden 
prestar cobertura los modelos de utilidad. Los modelos pasarán así, de registrarse 
fundamentalmente en el ámbito de la mecánica, como ha venido sucediendo hasta 
fechas recientes, a ocupar otros campos o parcelas en los cuales esta invención había 
resultado hasta el momento inoperante o escasamente significativa. Efectivamente, 
los modelos de utilidad han gozado hasta la fecha de extraordinario predicamento en 
el campo de la mecánica, y de ello constituía un reflejo la propia referencia termino-
lógica del apartado segundo del artículo 143 de la derogada Ley de Patentes cuando 
afirmaba, con enumeración simplemente ejemplificativa, que 
«en particular, podrán protegerse como modelos de utilidad los utensilios, 
instrumentos, herramientas, aparatos, dispositivos o partes de los mismos, que 
reúnan los requisitos enunciados en el apartado anterior». 
Frente a ello, el artículo 137.1 de la Ley 24/2015 dispone con amplitud que po-
drán protegerse como modelos de utilidad las invenciones industrialmente aplicables 
que, siendo nuevas e implicando actividad inventiva, consistan en dar a un objeto 
o producto una configuración, estructura o composición de la que resulte alguna 
ventaja prácticamente apreciable para su uso o fabricación, y formula como únicas 
exclusiones de patentabilidad, en aplicación de los artículos 4 y 5 de la propia Ley, las 
invenciones de procedimiento, las que recaigan sobre materia biológica y las sustancias 
y composiciones farmacéuticas. 
Este proceso de reforma de la normativa sobre creaciones industriales ha culmi-
nado, por el momento, con la publicación por el Boletín Oficial del Estado número 
78, de 1 de abril de 2017, del Real Decreto 316/2017, de 31 de marzo, por el que 
se aprueba el Reglamento para la ejecución de la Ley 24/2015, de 24 de julio, de 
Patentes. El Reglamento (que deroga expresamente las disposiciones reglamenta-
rias anteriores) consta de ciento quince artículos estructurados en once títulos, así 
como seis disposiciones adicionales y un anexo. La norma reglamentaria se centra 
esencialmente en la regulación del procedimiento de concesión de la patente con 
examen previo de la novedad en los términos anteriormente expuestos y establece 
el contenido de la solicitud, así como los términos de su tramitación y resolución por 
el órgano competente. 
IV. NOVEDADES EN MATERIA DE DERECHO SOCIETARIO 
Cabe afirmar que la segunda década del siglo XXI comenzó con un acontecimien-
to legislativo de la máxima importancia en materia de Derecho societario como fue la 
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aprobación del Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba 
el Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital (publicado en el Boletín Oficial 
del Estado número 161, de 3 de julio de 2010). Dicha Ley unificadora rompió con la 
larga tradición vigente en nuestro Derecho societario y consistente en la división en 
dos leyes especiales respectivas del régimen jurídico de las sociedades anónimas y de 
las sociedades de responsabilidad limitada, división que, en afirmación de la Exposición 
de Motivos del texto legal, 
«no fue consecuencia tanto del proceso de descodificación cuanto del hecho 
de que la extensión de la normativa no permitía la inclusión de esos regímenes 
jurídicos dentro del Código de Comercio de 1885, que dedicaba pocos artículos 
a las sociedades anónimas y que, por razón del momento en que se elaboró, 
desconocía a las sociedades de responsabilidad limitada. Se promulgaron así 
las leyes de 1951 y de 1953 —la primera de ellas de notable perfección técnica 
para la época en que fue promulgada— como textos legales independientes, 
característica que se ha mantenido desde entonces como rasgo de la legislación 
societaria española. En lugar de la regulación en una única ley, el legislador ha 
afrontado en momentos sucesivos y de forma separada la articulación de la 
disciplina de las sociedades de capital». 
Esta Ley, que establece el marco legal de referencia de las sociedades de capital, 
seguramente las más utilizadas e importantes de entre las sociedades mercantiles, ha 
sido objeto de algunas reformas en los primeros años de su vigencia, entre las que 
destaca sobremanera la Ley 31/2014, de 3 de diciembre, por la que se modifica la 
Ley de Sociedades de Capital para la mejora del gobierno corporativo (Boletín Oficial 
del Estado número 293, de 4 de diciembre de 2014). 
Centrándonos en el período temporal que hemos delimitado en el epígrafe pri-
mero como objeto de flexible atención preferente en esta exposición consideramos 
oportuno destacar dos novedades de interés en el ámbito del Derecho societario: 
1.a  La aprobación de un nuevo marco legal para las sociedades laborales. Pese 
a esta naturaleza relativamente enfática de la adjetivación de laboral, conviene des-
tacar que la doctrina coincide en que las sociedades laborales constituyen socieda-
des mercantiles capitalistas. Se trata de sociedades mercantiles capitalistas que, por 
reunir requisitos que permiten atribuirles el calificativo de laborales, quedan sujetas 
a determinadas especialidades en cuanto a su régimen jurídico, pero dicha condición 
laboral de la sociedad resulta, en esencia y en el sistema legal español, reversible por 
naturaleza, como lo demuestra el hecho de que la normativa reguladora contemple 
explícitamente las causas de pérdida de la calificación como sociedad laboral. En esen-
cia, por consiguiente, las sociedades laborales, valdría decir que administrativamente 
laborales, son, lisa y llanamente sociedades anónimas o de responsabilidad limitada, 
por más que su dimensión laboral imponga determinadas particularidades en su ré-
gimen jurídico. Las sociedades laborales se han revelado durante los últimos tiempos 
como una figura societaria particularmente útil para atender el mandato constitucional 
de fomentar la participación de los trabajadores en la empresa y facilitar el acceso a 
los medios de producción. Su régimen jurídico ha evolucionado desde su primitiva 
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vinculación con las sociedades anónimas en la Ley 15/1986 hasta la Ley 4/1997, que 
permitió su constitución indistintamente como sociedades anónimas o de responsa-
bilidad limitada. La reciente reforma de este tipo social operada por la Ley 44/2015, 
de 14 de octubre, de Sociedades Laborales y Participadas (Boletín Oficial del Estado 
n.° 247, de 15 de octubre de 2015) introduce importantes novedades en su régimen 
jurídico, como la posibilidad de anticipar fondos, hacer préstamos o actuar como 
garantes de sus trabajadores no socios con contratos indefinidos para que puedan 
adquirir acciones o participaciones de la propia compañía o la mejora del régimen 
de transmisión de las acciones o las participaciones sociales. Merecen, igualmente, 
resaltarse la creación de la controvertida figura de las «sociedades participadas por los 
trabajadores», la incorporación de los principios de buen gobierno, la simplificación 
de los requisitos de constitución de las sociedades y la flexibilización del marco de 
contratación de los trabajadores no socios 15. 
2.a Como una novedad realmente relevante en el ámbito del Derecho societa-
rio cabe mencionar la entrada en vigor tras la previa suspensión de su aplicación del 
artículo 348 bis del Texto Refundido de la anteriormente citada Ley de Sociedades 
de Capital, norma cuyas suspensiones de vigencia y existencia, que cierto sector de 
la doctrina había calificado muy justamente de azarosa, permitían alumbrar ciertas 
dudas sobre ese modo improvisado de legislar que hemos criticado abiertamente en 
las páginas iniciales de este trabajo. En esencia, dicho artículo vino a consagrar la 
existencia de un derecho de separación específico en los supuestos de falta de dis-
tribución de dividendos, a cuyo tenor, y si bien la previsión no resulta de aplicación a 
las sociedades cotizadas: 
«A partir del quinto ejercicio a contar desde la inscripción en el Registro Mer-
cantil de la sociedad, el socio que hubiera votado a favor de la distribución de 
los beneficios sociales tendrá derecho de separación en el caso de que la junta 
general no acordara la distribución como dividendo de, al menos, un tercio de 
los beneficios propios de la explotación del objeto social obtenidos durante el 
ejercicio anterior, que sean legalmente repartibles». 
El precepto, en cierto modo, aspiraba a paliar el grave problema constituido por 
el abuso de las mayorías sobre las minorías en materia de aprobación del reparto 
de dividendos, aspiración merecedora de la mejor valoración frente a la contumacia 
en la práctica societaria consistente en rechazar sistemáticamente la distribución de 
dividendos pese a resultar potencialmente posible y permitirlo los resultados de la 
sociedad. Es más, esta circunstancia de que la mayoría impida a la minoría verse 
favorecida por la buena marcha de la sociedad puede venir asociada con conductas 
generadoras de responsabilidad de los administradores cuando, precisamente y como 
consecuencia de esta práctica, obtuvieran una rentabilidad asociada a retribuciones 
o emolumentos acrecentados por la irregular exclusión a las minorías del derecho a 
la percepción de sus dividendos. 
15. Sobre estas novedades BARRERO RODRÍGUEZ, E., «Consideraciones sobre la reforma del régimen legal de 
las sociedades laborales», Revista de derecho de sociedades, núm. 45, 2015, págs. 249-289. 
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Este artículo 348 bis fue introducido en la redacción de la normativa societaria 
de sociedades de capital por el artículo 1.18 de la Ley 25/2011, de 1 de agosto, de 
reforma parcial de la Ley de Sociedades de Capital y de incorporación de la Directiva 
2007/36/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de julio, sobre el ejercicio 
de determinados derechos de los accionistas de sociedades cotizadas (Boletín Oficial 
del Estado número 134 de 2 de agosto de 2011), pero podemos afirmar, utilizando 
una terminología coloquial, que se ha tratado de una norma realmente gafada en 
cuanto a su vigencia y lastrada en cuanto a su aplicación por una serie de reiteradas 
y sucesivas suspensiones. Así, en primer término, el artículo 1.4 de la Ley 1/2012, de 
22 de junio, de simplificación de las obligaciones de información y documentación 
de fusiones y escisiones de sociedades de capital (Boletín Oficial del Estado número 
150, de 23 de junio de 2012) dispuso que se suspendía hasta 31 de diciembre de 
2014 la aplicación del artículo 348 bis. Más tarde, la disposición final primera del 
Real Decreto-ley 11/2014, de 5 de septiembre, de medidas urgentes en materia con-
cursal amplió la suspensión hasta el 31 de diciembre de 2016, plazo de expiración 
que establece igualmente la disposición final 1.2 de la Ley 9/2015, de 25 de mayo, 
de medidas urgentes en materia concursal. Este baile sucesivo de suspensiones ha 
hecho a la doctrina mercantilista española (SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE) afirmar que: 
«La suspensión del artículo 348 bis LSC ha sido una solución realmente extra-
vagante en nuestra legislación societaria y, además, una medida en la que han 
faltado repetidas explicaciones que permitieran entender su fundamento. Medi-
da adoptada conforme a la conocida técnica legislativa de mera oportunidad». 
Pues bien, el pasado 1 de enero de 2017 la norma ha vuelto a entrar en vigor lo 
cual, partiendo de las vicisitudes anteriores, debe considerarse una relevante novedad 
del Derecho societario en los últimos tiempos. 
V. NOVEDADES EN MATERIA DE DERECHO CONCURSAL 
Una de las características fundamentales de la evolución del Derecho concursal 
español desde la aprobación de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal (Boletín 
Oficial del Estado número 164, de 10 de julio de 2003) ha sido el elevado número de 
reformas de dicho texto legal que han venido sucediéndose y que, si no a desfigurar 
radicalmente los principios vertebradores de aquélla, han contribuido a variar en 
cierta medida la fisonomía con la que fue alumbrada esta Ley. Llama poderosamente 
la atención, en este sentido, el contraste entre el prolongado y dilatado periodo de 
vigencia de la regulación precedente a la Ley de 2003, con todas sus limitaciones 
y pese a los recurrentes propósitos y anuncios de reforma, y el elevado número de 
reformas de la Ley vigente que se han sucedido en apenas algo más de una decena 
de años. Con independencia de las legítimas críticas que ha suscitado esta forma de 
legislar y este aluvión de reformas sucesivas, todas estas reformas han venido a acen-
tuar la trascendencia y el pretendido desarrollo normativo de un denominado Derecho 
preconcursal que parece haber cobrado carta de naturaleza en los últimos tiempos, 
expresión que se utiliza para delimitar el periodo temporal en el que el deudor trata 
de evitar su concurso a través, precisamente, de actuaciones preconcursales. 
238 
c 	CJH 15 • 2017 	Apunte sobre algunas de las últimas novedades normativas en diferentes ámbitos... 
De una manera consciente y como opción de política legislativa, todo este elen-
co de cuestiones e instituciones preconcursales, periféricas a la propia declaración 
de concurso, estuvieron ausentes de los planteamientos y del interés normativo de 
la Ley 22/2003, que centró su atención en la implantación del principio de unidad 
de concurso y en la regulación de la propia institución concursal, de manera que la 
Ley de 2003, a diferencia de las propuestas de lege ferenda de otros Anteproyectos 
o propuestas de Anteproyectos anteriores, implantó un solo procedimiento con-
cursal, sin concebir ningún otro mecanismo alternativo o preventivo al de la propia 
insolvencia, erigida en presupuesto unificado del sistema. En este planteamiento 
subyacía cierta implícita toma de postura inspirada en un recelo y desconfianza 
jurídicos de base ante este período anterior a la declaración de concurso y estas 
instituciones preventivas de la insolvencia. Es precisamente este planteamiento, 
junto con las exigencias que impone el principio de conservación de la actividad 
empresarial, el que mudó posteriormente con el contexto global y general de la 
crisis económica y de las dificultades financieras de las empresas y determinó, 
frente a la centralizada judicialización de un único concurso, la proliferación de 
las reformas y la adopción de medidas que contribuyan a perfilar los contornos de 
dicha preconcursalidad. 
La proliferación de las reformas ha tenido lugar, por consiguiente, por la evidencia 
de su necesidad social y empresarial, de manera que los derroteros de la aplicación 
de la vigente Ley Concursal parecen haber puesto de manifiesto que, dentro del 
timing problem de los procedimientos concursales, era esta cuestión crucial de la 
prevención del concurso de acreedores la que resultaba huérfana, en mayor medida, 
de desarrollo y regulación. 
Esta técnica legislativa y este modus operandi de continuas y sucesivas refor-
mas generan una extraordinaria conflictividad en un sector normativo de la acusada 
trascendencia del Derecho concursal e impiden la necesaria estabilidad y sosiego de 
una normativa destinada, por esencia, a convertirse en el marco de referencia de las 
situaciones de crisis patrimonial. Al mismo tiempo, condenan a la más absoluta inde-
fensión y precariedad cualquier intento de crónica o aporte de información normativa, 
pues todo este juego de enmiendas, reformas y modificaciones sucesivas instalan la 
eficacia, validez y aplicación temporal de las normas jurídicas en la más absoluta de 
las provisionalidades. Ello advertido, hacemos sucinta referencia a las modificaciones 
más recientes del Derecho concursal durante los últimos años: 
1.a) Destaca, en primer lugar, la Ley 9/2015, de 25 de mayo, de medidas urgen-
tes en materia concursal (Boletín Oficial del Estado número 125, de 26 de mayo de 
2015). Al igual que las múltiples reformas de la Ley Concursal que la anteceden, esta 
Ley declara en su preámbulo que: 
«las modificaciones que se introducen en esta materia tienen en última ins-
tancia la misma finalidad que las relativas al convenio concursal: facilitar en la 
mayor medida posible la continuación de la actividad empresarial, lo cual ha 
de redundar no sólo en beneficio de la propia empresa, sino también de sus 
empleados y acreedores y de la economía en general». 
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Partiendo de esta premisa se modifican diversos preceptos de la Ley Concursal 
relativos esencialmente al convenio concursal, la fase de liquidación, la calificación del 
concurso, el acuerdo extrajudicial de pagos y los acuerdos de refinanciación. 
En relación con el convenio concursal merece destacarse, por ejemplo, la previsión 
de la ampliación del quórum de la junta de acreedores y la atribución específica del 
derecho de voto a algunos acreedores que no gozaban de él hasta el momento, como 
lo son aquellos que hubieran adquirido sus derechos de crédito con posterioridad a 
la declaración de concurso, a quienes hasta el momento únicamente se les reconocía 
el derecho de voto en determinadas hipótesis legalmente establecidas, exclusión que 
venía justificada por la prevención frente a estos acreedores de que la adquisición de 
su crédito pudiera esconder algún tipo de fraude o anomalía. Igualmente, en relación 
con el convenio se introducen reformas en lo referente a las votaciones y mayorías 
y se levanta la limitación general existente para los efectos del convenio (quitas del 
cincuenta por ciento y esperas de cinco años). También se establecen algunas modifi-
caciones con el propósito de obligar a que la información relativa no solo al convenio 
sino también al informe de los administradores y sus impugnaciones sea comunicada 
telemáticamente a aquellos acreedores de quienes conste una dirección electrónica, 
facilitando de este modo un conocimiento más rápido de determinados trámites del 
proceso concursal. 
En sede de liquidación las reformas manifiestan igualmente el propósito del 
legislador de facilitar el desarrollo de esta fase del procedimiento concursal y el in-
tento de garantizar la continuidad de la actividad empresarial y posibilitar la venta 
del conjunto de explotaciones y establecimientos del concursado o cualquiera de 
sus unidades productivas Este objetivo persigue, por ejemplo, la introducción de la 
subrogación automática o ipso jure del adquirente en las licencias administrativas 
y contratos de los que resultara titular el cedente (artículo 146 bis) y la fijación de 
mecanismos de exención de responsabilidad por deudas previas, salvo en aquellos 
supuestos especiales que puedan seguir mereciendo una tutela especial por su sin-
gularidad. A la agilización de la fase de liquidación tienden, en fin, casi todas las 
medidas establecidas, como la novedosa previsión de que el juez pueda acordar la 
retención de un quince por ciento de la masa activa con el objetivo de satisfacer 
futuras impugnaciones. 
En lo relativo a la calificación del concurso, se acomete la reforma del artículo 
167 para de esta manera clarificar algunas dudas interpretativas que se habían venido 
suscitando en torno al significado del término clase, empleado por dicho precepto. 
Este vocablo, conforme a una interpretación estricta, puede suponer una referencia 
a la clasificación legal de los créditos, según lo establecido por los artículos 89 a 92 
de la Ley Concursa! (de manera que únicamente cuando todos y cada uno de los 
acreedores clasificados en el proceso concursal de la misma manera queden afecta-
dos por las quitas y esperas inferiores a lo que dispone el precepto, no procederá la 
formación de la sección de calificación) o bien darle un sentido más genérico, como 
ha venido haciendo la práctica judicial, al considerar clase a un grupo de acreedores 
que reúnan características comunes, aunque tal grupo no comprenda propiamente 
a todos los de la misma clasificación concursal. 
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Y, finalmente, también se introducen novedades sobre los acuerdos de refinan-
ciación con el objetivo de aclarar determinadas dudas que se han planteado en su 
aplicación práctica, como la modificación del artículo 5 bis para atribuir la competen-
cia expresa al juez del concurso para determinar si un bien es o no necesario para la 
continuidad de la actividad económica del concursado o la regulación en el artículo 
71 bis del régimen de votación en el seno de acuerdos sindicados. 
2.a) En segundo término, es reseñable como importante novedad normativa 
reformadora del Derecho concursal vigente la Ley 25/2015, de 28 de julio, de me-
canismo de segunda oportunidad, reducción de la carga financiera y otras medidas 
de orden social (Boletín Oficial del Estado número 180, de 29 de julio de 2015). Esta 
norma instaura una segunda oportunidad en el ámbito concursal para deudores en 
quienes resulte apreciable la buena fe y amplia el colectivo beneficiario del Código de 
Buenas Prácticas. Tal y como señala su preámbulo, su objetivo, por tanto, 
«no es otro que permitir lo que tan expresivamente describe su denomina-
ción: que una persona física, a pesar de un fracaso económico empresarial o 
personal, tenga la posibilidad de encarrilar nuevamente su vida e incluso de 
arriesgarse a nuevas iniciativas, sin tener que arrastrar indefinidamente una losa 
de deuda que nunca podrá satisfacer». 
Para ello se establecen mecanismos de mejora de los acuerdos extrajudiciales de 
pago y muy particularmente se introducen mecanismos efectivos de segunda opor-
tunidad para las personas físicas destinados a atemperar el rigor del artículo 1911 
del Código Civil español. 
3.a) Finalmente, la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público (Boletín Oficial del Estado número 236, de 2 de octubre de 2015) ha modifi-
cado igualmente diversos preceptos de la Ley Concursal española, como los artículos 
3.1, 34 ter, 34 quáter o el artículo 90. 
Los movimientos y la actividad que se producen en el ámbito europeo permiten 
vaticinar que estas reformas constantes de la normativa concursal española seguirán 
produciéndose en un futuro más o menos inmediato. Así, cabe mencionar la reciente 
Propuesta de Directiva del Parlamento y el Consejo Europeo de 22 de noviembre de 
2016, sobre marcos de reestructuración preventiva, segunda oportunidad y medidas 
para incrementar la eficacia de los procedimientos de reestructuración, insolvencia y 
cancelación de deudas. Esta propuesta permite con verosimilitud alumbrar un pano-
rama futuro de nueva modificaciones y retoques de la normativa concursal española 
que continúe en la línea de la hiperactividad reformadora que hemos descrito ante-
riormente y se ha desarrollado durante los primeros años de su vigencia. Aun cuando 
se trate de una simple propuesta, la norma comunitaria proyecta su influencia sobre 
algunas cuestiones esenciales del régimen jurídico de la insolvencia que, conforme a 
su rúbrica, pueden sintetizarse en tres. 
De entrada, establece una normativa de referencia, marcos, en expresión del título 
de la Directiva, para los procesos de refinanciación y reestructuración (que ya han 
sido incorporados a nuestra vigente Ley Concursal mediante el preconcurso y los de 
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denominados acuerdos de refinanciación). Dicha normativa marco introduce algunos 
cambios destacables, como la obligación por parte de los poderes públicos de imple-
mentar sistema de alerta provistos de la adecuada celeridad para que los deudores 
puedan advertir tempestivamente las situaciones de crisis patrimonial, la ampliación 
prevista de la suspensión de las ejecuciones mientras tiene lugar la negociación de los 
acuerdos de reestructuración o la adopción de nuevas medidas para el mantenimiento 
de los contratos esenciales durante la negociación. 
Además de ello, la propuesta establece reglas para afianzar la eficacia de los 
mecanismos de segunda oportunidad, de manera que los empresarios deudores pue-
dan eximirse por entero de sus deudas en un plazo razonable, siempre y cuando no 
concurran hechos agravantes tales como reincidencias, abusos o condenas penales. 
Finalmente, la propuesta de directiva comunitaria promueve medidas para in-
tensificar la eficacia de los procedimientos de insolvencia, tanto preventivos como 
ordinarios, tales como la promoción de la especialización y preparación específica 
de los profesionales concernidos por estos procedimientos o la utilización de medios 
electrónicos para la realización de las comunicaciones. 
VI. OTRAS NOVEDADES 
Tal y como destacábamos expresamente en el apartado introductorio destinado 
a la delimitación del objetivo del presente trabajo una labor de recopilación auténti-
camente exhaustiva de las normas jurídicas con incidencia directa o indirecta sobre la 
actividad mercantil resulta poco menos que imposible y seguramente innecesaria. No 
obstante, no podemos concluir el presente estudio sin dar breve cuenta de algunas 
normas que, por la importancia de las materias reguladas en el ámbito del Derecho 
mercantil, merecen ser destacadas particularmente. Incluimos entre ellas las siguientes: 
1.a) En un sector de la acusada trascendencia en el ámbito de las obligaciones y 
contratos mercantiles del Derecho de los Seguros se han producido en los últimos dos 
años importantes novedades legales y reglamentarias concernientes a la ordenación 
y supervisión de la actividad aseguradora y reaseguradora. De esta manera, han sido 
aprobadas tanto la Ley 20/2015, de 14 de julio, de Ordenación, Supervisión y Solvencia 
de Entidades Aseguradoras y Reaseguradoras (Boletín Oficial el Estado número 168, 
de 15 de julio de 2015) y el Real Decreto) como el Real Decreto 1060/2015, de 20 de 
noviembre, de Ordenación, Supervisión y Solvencia de las entidades aseguradoras y 
reaseguradoras (Boletín Oficial del Estado número 288, de 2 de diciembre de 2015). 
La norma legal anteriormente citada entró en vigor el 1 de enero de 2016 y sustituye 
desde entonces en nuestro Ordenamiento jurídico al hasta entonces vigente Real 
Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre, por el que se aprobó el Texto Refun-
dido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados. En un resumen 
sintético de algunos de los aspectos principales de esta normativa cabe destacar que 
la Ley configura a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones como au-
toridad nacional, sin perjuicio de las facultades supervisoras atribuidas expresamente 
al Ministerio de Economía y Competitividad. Precisamente a la Dirección General de 
Seguros y Fondos de Pensiones se le reconoce en el Título primero de la Ley capa- 
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cidad normativa para dictar Circulares de obligado cumplimiento en el ámbito de 
la supervisión y ordenación de los seguros y reaseguros. El Título segundo de la Ley 
aborda la regulación de las condiciones para obtener la autorización administrativa 
como requisito necesario para acceder al ejercicio de las actividades aseguradora y 
reaseguradora, así como el régimen jurídico de las entidades mutuas y cooperativas de 
seguros y de las mutualidades de previsión social. El resto de Títulos de la Ley regula 
cuestiones tales como las condiciones de ejercicio de la actividad (que incluyen la exi-
gencia de un sistema de gobierno eficaz para esta clase de entidades), las facultades 
y potestades conferidas a la autoridad supervisora para velar por el correcto ejercicio 
de la actividad, los mecanismos de los que dispone dicha autoridad supervisora para 
paliar y afrontar las situaciones de desajustes financieros de estas entidades y los 
procedimientos de revocación, disolución y liquidación de estas entidades. La Ley, por 
otra parte, realiza algunas modificaciones normativas de interés que inciden sobre 
determinados preceptos de la Ley 50/80, de 8 de octubre de Contrato de Seguro. 
2.a) El Real Decreto 195/2017, de 3 de marzo, por el que se modifica la demar-
cación de los Registros de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles (Boletín 
Oficial del Estado número 54, de 4 de marzo de 2017). Como es bien sabido, la ma-
teria registral constituye una de las cuestiones nucleares y esenciales del denominado 
Estatuto jurídico del empresario incluido en la parte general del Derecho mercantil, 
habida cuenta la obligatoriedad de inscripción en el Registro mercantil de los empre-
sarios sociales y las consecuencias jurídicas de máxima importancia vinculadas con 
la inscripción registral. Este Real Decreto procede al ajuste del número de registros 
a las necesidades del servicio y manifiesta el deseo de mejorar la prestación que de 
las funciones registrales reciben los ciudadanos, labor de ajuste que se justifica en el 
largo plazo transcurrido desde la última revisión de la demarcación realizada. El Real 
Decreto establece las reglas para fijar el número de registradores que estarán a cargo 
de cada Registro Mercantil y de Bines Muebles, funciones que deberán ser desempe-
ñadas en régimen de división personal por el número de registradores que determine 
«el resultado de dividir la media del total de documentos gestionados en el 
Registro Mercantil y de Bienes Muebles que se considere en los años 2011 a 
2015 entre 22.500. Para la obtención del resultado, se deben considerar sólo 
los números enteros, despreciándose los decimales de la cifra resultante». 
De especial interés resulta la modificación de la demarcación de los Registros 
de Bienes Muebles realizada en el artículo que impone que una vez determinado el 
número de registradores a cargo de los Registros Mercantiles y de Bienes Muebles 
con arreglo a lo anteriormente establecido se segreguen de los Registros Mercantiles 
y tengan la consideración de independientes los Registros de Bienes Muebles en los 
que la media del total de documentos gestionados correspondientes a estos registros 
durante los años 2011 a 2015 exceda de 30.000. 
3.a) De una relativa repercusión social y mediática ha sido el Real Decreto-ley 
1/2017, de 20 de enero, de medidas urgentes de protección de consumidores en 
materia de cláusulas suelo (Boletín Oficial del Estado número 18 de 21 de enero de 
2017). Esta norma 
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«pretende avanzar en las medidas dirigidas a la protección a los consumidores 
estableciendo un cauce que les facilite la posibilidad de llegar a acuerdos con 
las entidades de crédito con las que tienen suscrito un contrato de préstamo o 
crédito con garantía hipotecaria que solucionen las controversias que se pudie-
ran suscitar como consecuencia de los últimos pronunciamientos judiciales en 
materia de cláusulas suelo y, en particular, la sentencia del Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea de 21 de diciembre de 2016» 
Para ello, y partiendo del previsible aumento de las controversias y demandas fren-
te a las entidades de crédito en reclamación de devolución de cantidades percibidas 
en aplicación de pretendidas cláusulas abusivas propiciado por la reciente doctrina 
del Tribunal Superior de Justicia de la Unión Europea, el Real Decreto considera de 
urgente y extraordinaria necesidad establecer un mecanismo sencillo y ordenado al 
que puedan acogerse voluntariamente los consumidores y que les permita llegar a 
un acuerdo con las entidades de crédito para poder de esta manera solucionar sus 
diferencias y alcanzar un acuerdo en orden a la restitución de cantidades. El meca-
nismo, en definitiva, aspira a evitar el previsible aumento del número de litigios ante 
la jurisdicción civil que se seguirían de no adoptarse cauces alternativos, con el coste 
añadido que ello supondría para la Administración de Justicia. 
VII. EPÍLOGO Y CONCLUSIÓN 
Una vez expuestas con la anunciada flexibilidad metodológica algunas de las 
principales novedades normativas acontecidas durante los últimos años y referentes 
a otros tantos sectores de la actividad mercantil cabe concluir la presente exposición, 
a manera de consideración final, con una reflexión que, en cierto modo, entronca 
con las observaciones que realizábamos al comienzo de este trabajo. El análisis de 
la normativa referenciada evidencia su dispersión formal y temática y confirma ese 
proceso de hipertrofia legislativa que ya ha sido puesto de manifiesto reiteradamente 
por la doctrina al afirmar que 
«se está produciendo, al propio tiempo, en los actuales ordenamientos jurídicos 
un fenómeno que ha sido denominado, con razón, hipertrofia legislativa y en el 
ámbito anglosajón, contaminación legislativa (Legal Polution) determinado por 
un crecimiento sin límites de las normas legales que ha roto el equilibrio entre 
la producción normativa y la capacidad de su aplicación. La inflación normativa 
se he visto acompañada del grave menoscabo de la propia estructura formal 
de las normas legales '6». 
En lo que al Derecho mercantil respecta este crecimiento sin límites de las normas 
legales y de la producción legislativa ha resultado realmente alarmante en los últimos 
tiempos, pero aún más llamativo resulta que estos procesos no hayan tenido como 
consecuencia una mejora o mayor equilibrio y racionalidad en la aplicación del De- 
16. PÉREZ LUÑO, A.E., El desbordamiento de las fuentes del Derecho, Discurso leído el día 12 de diciembre de 
1993 en el acto de su recepción pública en la Real Academia Sevillana de Legislación y Jurisprudencia, Sevilla, 
1993, pág. 80. 
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recho sino, antes al contrario, una merma en la intensidad de su eficacia. En efecto, 
como ha advertido igualmente la doctrina, estos procesos de hipertrofia legislativa 
han venido acompañados de una hipostenia legislativa que 
«constituye la reacción antitética correlativa al fenómeno de la hipertrofia, la 
contaminación y la mitificación de la Ley. La extensión de la masa legislativa 
ha comportado un marcado déficit en la intensidad de su eficacia. Ello se ha 
traducido en una serie de fenómenos de suplantación de la ley formal por 
normas reglamentarias, así como de debilitamiento y desconfianza respecto a 
la legalidad como marco de solución de los conflictos sociales 17». 
La evolución futura de los acontecimientos dictaminará si estas tendencias tienen 
continuidad o, por el contrario, resultan enmendadas o, al menos suavizadas o matiza-
das, pero, sin negar naturalmente la naturaleza esencialmente dinámica y evolutiva de 
nuestra disciplina y su carácter de perpetuum mobile, resulta necesario reclamar una 
mayor racionalidad en los mecanismos de producción normativa que pueda contribuir 
a una mayor estabilidad en la aplicación de las normas jurídicas. 
17. PÉREZ LUÑO, A.E., ob. cit., pág. 81. 
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